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FALLO

Ha decidido

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

La Sala Pri,mera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y

Sala Primera. Sentencia 209/1996. de 17 de
diciembre de 1996. Recurso de amparo
3.638/1994. Contra Auto de la Sala de lo
Social del T.S.J. de Castilla y León, inadmi­
tiendo a trámite recurso de suplicación frente
a Sentencia dictada en proceso laboral sobre
despido. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: Derecho a los recursos.
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ficado o alterado el fallo mediante una vía inadecuada
para variar el contenido de la resolución judicial firme.

Llegamos a esta conclusión sin considerar el proble­
ma relativo a si los intereses de demora establecidos
en la disposición adicional tercera de la Ley Orgáni­
ca 3/1989 son exigibles a instancia de parte o pueden
reclamarse aunque no se mencionen en la Sentencia
en ejecución de la misma, y si son aplicables a siniestros
o accidentes de circulación ocurridos antes de la entrada
en vigor de la Ley Orgánica 3/1989, todas ellas cues­
tiones de legalidad ordinaria, cuyo conocimiento y solu­
ción corresponden en exclusiva a los Jueces y Tribunales
(art. 117.3 C.E.).

La violación del arto 24.1 C.E., de acuerdo con la doctrina
constitucional invocada, se produce con la alteración del
fallo, por el cauce improcedente de la aclaración, que es
algo innegable, en este caso, si nos atenemos al contenido
de las Sentencias de instancia y de apelacíón, que omiten
en su parte dispositiva la mención a los intereses de demora
agravados de la disposición adicional tercera de la Ley
Orgánica 3/1989, y se pone en relación este silencio u
omisión de los fallos judiciales con lo que se razona en
los fundamentos jurídicos de tales Sentencias.

La violación del art. 24.1 C.E.. en la forma indicada,
conduce derechamente a la concesión del amparo.

Otorgar el amparo solicitado por «Plus Ultra. S.A.»,
y en consecuencia:

1.° Reconocer su derecho a la tutela judicial efec­
tiva.

Dada en Madrid, a diecisiete de diciembre de mil
novecientos noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Pablo García Manzano.-Firmado y rubricado.

2.° Declarar la nulidad del Auto de aclaración de 9
de febrero de 1994 y del posterior de 1 de septiembre
de 1994, de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Vizcaya, dictados en el rollo de apelación
núm. 296/93.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

11. Fundamentos jurídicos

1. Hemos de precisar. en primer lugar, el objeto del
recurso, pues aunque formalmente la queja se dirige
contra el Auto de 1 de septiembre de 1994 que deses­
timó el recurso de súplica interpuesto por la ahora
recurrente contra el Auto de aclaración de 9 de febrero
de 1994. en realidad, el objeto del presente proceso
de amparo se circunscribe a dilucidar si esta última reso­
lución ha supuesto una infracción del principio de inmu­
tabilidad de las resoluciones judiciales firmes. vulnera­
dora del derecho a la tutela judicial efectiva del arto 24.1
e.E., al entrañar una modificación sustancial de la parte
dispositiva de la Sentencia de apelación, la cual adquirió
firmeza en el punto relativo a los intereses establecidos
en la disposición adicional tercera de la Ley Orgá­
nica 3/1989.

2. En diversas ocasiones este Tribunal ha declarado
que el principio de inmutabilidad de las Sentencias y
demás resoluciones judiciales firmes forma parte del con­
tenido del derecho a la tutela judicial efectiva reconocido
en e! arto 24.1 e.E., y garantiza a quienes han sido parte
en un proceso que las resoluciones judiciales firmes no
serán alteradas o modificadas fuera de los cauces legal­
mente previstos para ello. De este modo. si los órganos
judiciales, después de haber dictado una Sentencia o
resolución que haya adquirido firmeza, modificaren el
contenido del fallo al margen de los procedimientos taxa­
tivamente establecidos en la ley, vulnerarán el derecho
a la tutela judicial efectiva, incluso en la hipótesis de
que con posterioridad llegasen a la convicción de que
la decisión judicial que dictaron no se ajustaba a la lega­
lidad, pues en otro caso resultaría gravemente afectado
el principio de seguridad jurídica (STC 380/1993, por
todas).

En concreto, este Tribunal ha declarado que los arts.
267 LOPJ y 363 LEC abren un cauce excepcional para
la modificación de las resoluciones judiciales que se
orienta a hacer posible que los propios Juzgados y Tri­
bunales puedan aclarar algún concepto oscuro, suplir
omisiones o rectificar o corregir errores materiales o
aritméticos que se contengan en las resoluciones que
ellos mismos hayan dictado. Esta vía aclarativa es ple­
namente compatible con el principio de inmutabilidad
de las Sentencias y demás resoluciones judiciales firmes,
en la medida en que va dirigida a lograr una mejor efec­
tividad del derecho a la tutela judicial, que no incluye
el derecho a beneficiarse de simples errores materiales
o de omisiones evidentes en la redacción o transcripción
del fallo, siempre que puedan deducirse, co'n toda cer­
teza. del propio texto de la resolución judicial. Sin embar­
go, este cauc.e procesal. por su excepcionalidad, no pue­
de ser utilizado para rectificar o modificar el sentido de
la fundamentación jurídica que condujo al fallo firme,
de forma que se utilice para enmendar la parte dispositiva
de la decisión judicial en atención a una nueva o, incluso,
más acertada calificación o valoración jurídica de las
pretensiones de las partes y de los hechos enjuiciados,
pues ello entrañaría una revisión de las resoluciones judi­
ciales realizada al margen del sistema de recursos y
remedios procesales establecido, que afecta al principio
de inmutabilidad de las resoluciones judiciales firmes
y vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva del arto
24.1 e.E. (SSTC 119/1988. 142/1992, 380/1993,
24/1994,57/1995.82/1995,106/1995).

3. Aplicada esta doctrina constitucional al supuesto
que ahora enjuiciamos, resulta evidente que la Sentencia
firme recaída en el proceso excluía el pago de los inte­
reses de demora citados. El auto de aclaración, al precisar
que eran aplicables a la condena impuesta. ha modi-
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Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.638/94, interpuesto
por doña Pilar Irribarren Cava lié, Procuradora de los Tri­
bunales, en representación de «Fujitsu España, S.A.», con
la asistencia letrada de don Feliciano Francisco González
Muñoz. contra el auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León. de 17 de octubre
de 1994. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes.

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
12 de noviembre de 1994, doña Pilar Irribarren Cavallé,
Procuradora de los Tribunales. en nombre y represen­
tación de «Fujitsu España, S.A.», interpone recurso de
amparo contra el Auto de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León, de 17 de octubre
de 1994.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes hechos:

a) En el proceso laboral sobre despido
núm. 244/94, seguido por don Julio Rivas Gago contra
«Fujitsu España, S.A.», el Juzgado de lo Social núm. 2
de Valladolid dictó Sentencia estimatoria, con fecha
de 9 de mayo de 1994.

b) Contra esta Sentencia. interpuso la parte deman­
dada recurso de suplicación, actuando en su nombre
y representación el Letrado don Feliciano Francisco Gon­
zález Muñoz, apoderado de aquélla. quien ya había actua­
do en el juicio de instancia como su representante, pero
que no figuraba inscrito en el Colegio de Abogados de
Valladolid, ni había solicitado la habilitación necesaria.

c) Impugnando de contrario el citado recurso. la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla
y León, mediante Auto de 13 de septiembre de 1994,
resolvió no admitirlo a trámite. Razonaba la Sala que
el recurso de suplicación aparece formalizado por una
persona que no se encuentra colegiada en el ilustre Cole­
gio de Abogados de Valladolid, ni habilitado para ejercer,
según consta en el oficio que obra unido a los autos.
Se deduce de ello que la formalización del recurso no
puede ser admitida a trámite por haber incurrido en un
error insubsanable, máxime si la persona firmante del
escrito es Abogado y debe conocer la exigencia formal
citada.

d) Contra dicha resolución fue interpuesto recurso
de súplica, el cual fue desestimado por el Auto de 17
de octubre de 1994, en el que se dan por reproducidos
los argumentos utilizados en el Auto impugnado.

3. Considera la quejosa en amparo que las men­
cionadas resoluciones han vulnerado su derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva, en su vertiente
de derecho al recurso, toda vez que se ha realizado una
interpretación inflexible y rigorista del requisito de habi­
litación del Letrado que suscribió el recurso de supli­
cación, no permitiendo la subsanación de un defecto
calificado de no estrictamente procesal y, además, de
carácter subsanable, según la doctrina constitucional
(SSTC 139/1987, 126/1993).

4. Mediante providencia de 28 de noviembre
de 1994, la Sección Segunda de este Tribunal acordó,
conforme determina el arto 50.5 LOTC, conceder a la
Procuradora de la entidad recurrente. señora Irribarren
Cavalié, un plazo de diez días para que aporte el poder
que acredita su representación, con sus copias, así como
las correspondientes copias del Auto recurrido y de la
Sentencia de instancia. Por escrito registrado en este
Tribunal el 5 de diciembre de 1994, la Procuradora doña
Pilar lrribarren Cavalié dio cumplimiento a lo requerido
y solicitó el desglose y devolución del poder aportado,
reiterando esta última solicitud en su escrito de 10 de
febrero de 1995.

5. Mediante providencia de 20 de febrero de 1995,
la Sección Segunda, con la devolución del poder pre­
sentado por la Procuradora señora Irribarren Cava lié,
acordó admitir a trámite la demanda de amparo. y. a
tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir a la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León a fin de que, en un plazo que no exceda
de diez días, remita certificación o copia adverada de
las actuaciones correspondientes al recurso de suplica­
ción núm. 1734/94, y al Juzgado de lo Social núm. 2
de Valladolid de las actuaciones correspondientes a los
autos núm. 244/94. Se ordenó la práctica de los empla­
zamientos pertinentes.

6. Por providencia de 27 de marzo de 1995, la Sec­
ción Segunda, habiendo por recibidas las actuaciones
remitidas, de conformidad con lo dispuesto en el arto
52.1 LOTC dio vista de las actuaciones al Ministerio
Fiscal y a la solicitante de amparo, por plazo común
de veinte días. para que presentaran alegaciones.

7. La representación actora. mediante escrito regis­
trado en este Tribunal el 18 de abril de 1995. reproduce
sustancialmente los razonamientos jurídicos de la
demanda de amparo.

8. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional; en d
escrito de 25 de abril de 1995. solicitó el otorgamiento
del amparo, pues, refiriéndose a la jurisprudencia cons­
titucional sobre el requisito de habilitación de Letrado,
considera que, en el presente caso, parece evidente que
el Tribunal Superior .de Justicia debió otorgar a la parte
un plazo para la subsanación del defecto. La inadmisión
del recurso de plano es una medida desproporcionada,
en exceso rigorista y por lo tanto contraria al art. 24.1
C.E. al constituir un obstáculo improcedente para el acce­
so al recurso.

9. Por providencia de fecha 16 de diciembre
de 1996. se señaló para la deliberación y votación de
la presente Sentencia el día 17 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. La presente queja se dirige contra los Autos de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla y León que inadmitieron un recurso de supli­
cación, al entender esas resoluciones judiciales que la
falta de habilitación por el Colegio de Abogados de Valla­
dolid del Letrado que suscribió el escrito de formalización
del recurso constituía un defecto insubsanable.

La quejosa en amparo y el Ministerio Fiscal consi­
deran que las resoluciones impugnadas han vulnerado
el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, reco­
nocido por el arto 24.1 C.E., en su vertiente de acceso
al recurso, al haberse efectuado una interpretación rigo­
rista y desproporcionada de la exigencia de la Ley pro­
cesal: no se ha permitido la subsanación de un defecto
que es subsanable según la doctrina constitucional.
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Ha decidido

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga V

Sala Primera. Sentencia 210/1996, de 17 de
diciembre de 1996. Recurso de ampa­
ro 2.346/1995. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Alicante que declaró el desis­
timiento del apelante, ahora recurrente en
amparo. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: subsanabilidad de omisión de
requisito procesal.
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Otorgar el amparo V, eA consecuencia:

1.° Reconocer a «Fujitsu España, S.A.», el derecho
a la tutela judicial efectiva.

2.° Restablecerla en su derecho V, a este fin, anular
los Autos de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Castilla V León, de 13 de septiembre V
de 17 de octubre de 1994.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisie~e de diciembre de mil
novecientos noventa V seis.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga V Cabre­
ra.-Pablo García Manzano.-Firmado y rubricado.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno para que se resuelva sobre la admisión del
recurso de suplicación, otorgando a la recurrente trámite
para la subsanación del defecto apreciado.

plimiento total del requisito no dispensa al órgano judicial
del deber de conceder un plazo razonable para su sub­
sanación», por lo que «siempre que tales defectos adver­
tidos no tengan su origen en una actitud maliciosa o
consciente del interesado V no dañen la regularidad del
procedimiento, ni el derecho de defensa de la parte con­
traria, se le ha de conceder al recurrente su posibilidad
de subsanación»; «la única omisión insubsanable en rela­
ción con este trámite en que pudiera incurrir el recurrente
sería la de solicitar la habilitación finalizado ya el plazo
de subsanación otorgado al efecto».

4. En el supuesto que ahora enjuiciamos, el Tribunal
consideró, desconociendo la doctrina constitucional. que
la falta de habilitación del Letrado era un defecto insub­
sanable, Vdictó las resoluciones inadmisorias, objeto de
este recurso, sin que le concediera previamente a la
recurrente la posibilidad de subsanar el defecto adver­
tido. Tampoco puede apreciarse en la actuación de ésta
negligencia manifiesta o mala fe. Por consiguiente, la
Sala de lo Social. al inadmitir el recurso sin permitir la
subsanación del defecto, desvirtuó la finalidad del requi­
sito establecido en la Ley procesal V, al denegar el acceso
al recurso, vulneró el derecho fundamental del art. 24.1
C.E., por lo que el amparo debe ser estimado.

2. Lo que se alega como infringido por el actor -in­
sistimos- es su derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.) desde la vertiente del acceso a los recursos
legalmente establecidos. Esta precisión resulta impor­
tante, dado el contenido constitucionalmente distinto
entre el acceso a la jurisdicción Vel acceso a los recursos,
cuya diferencia se proyecta necesariamente en la función
de control que corresponde a este Tribunal respecto de
las resoluciones judiciales que impidan de una u otra
forma el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.

El derecho a los recursos no se integra en la tutela
judicial efectiva del arto 24 C.E. -excepto en materia
penal-, de modo que el legislador no viene obligado
a diseñar un sistema determinado de recursos. Pero una
vez que la ley ha establecido el pertinente sistema, el
derecho al recurso. en los términos V con los requisitos
establecidos legalmente. pasa a integrar, en principio,
el derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 3/1983,
69/1987,27/199~172/1995).

Nuestra jurisprudencia ha establecido esa distinción
fundamental entre el acceso a la justicia, como elemento
esencial del contenido de la tutela judicial. V el acceso
a los recursos. Está así declarado que «el principio her­
menéutico pro actione no opera con igual intensidad
en la fase inicial del proceso, para acceder al sistema
judicial. que en las sucesivas» (STC 37/1985, funda­
mento jurídico 5.°). «El derecho a poder dirigirse a un
Juez en busca de protección para hacer valer el derecho
de cada quien, tiene naturaleza constitucional por nacer
directamente de la propia Lev suprema. En cambio. que
se revise la respuesta judicial, meollo de la tutela, que
muy bien pudiera agotarse en sí misma, es un derecho
cuya configuración se defiere a las leves. Son, por tanto,
cualitativa V cuantitativamente distintos». (Ibídem).

Por otro lado, este Tribunal ha venido entendiendo
que los requisitos y presupuestos establecidos por las
Leves para recurrir han de ser interpretados y aplicados
teniendo en cuenta la efectividad del derecho consti­
tucional en el que tienen su razón de ser, V por ello
atendiendo a su finalidad. De modo que la mayor o menor
severidad en la exigencia de los mismos guarde pro­
porción de medio a fin, eludiéndose interpretaciones rigo­
ristas que no se correspondan en absoluto con la fina­
lidad de la exigencia legal. Y dentro de esta doctrina
se ha enmarcado el rechazo de formalismos en materia
de firma de Letrado.

Según la STC 139/1987, la exigencia de habilitación
no es un requisito estrictamente procesal V sólo circuns­
tancialmente incide en ese orden. La finalidad de la inter­
vención de Abogado es garantizar V asegurar la mejor
defensa del justiciable. Poca importancia tiene para ase­
gurar esa defensa la habilitación de un Letrado para
actuar ante Tribunales fuera de la sede de su Colegio.
Por ello, la exigencia de este requisito no debe traspasar
los límites de la proporcionalidad, dada la finalidad pre­
tendida. El art. 11.3 LOPJ sólo autoriza a desestimar
por motivos formales cuando el defecto fuera insubsa­
nable. Si el requisito es subsanable, resulta desmesurado
o excesivo, desde la perspectiva constitucional, impedir
el acceso al recurso sin dar la oportunidad de la
subsanación.

3. Apoyada en tales premisas fundamentales, la
doctrina de este Tribunal Constitucional. desde sus SSTC
139/1987 y 177/1989 hasta la más reciente 38/1996,
pasando por otras muchas (SSTC 10/1990, 11/1990,
12/1990, 13/1990, 14/1990, 29/1990, 33/1990,
34/1990,39/1990,99/1990, 116/1990,43/1991,
126/1993, 4/1995) ha venido manteniendo que «la
falta de habilitación del Letrado que fundamentó el Auto
impugnado es subsanable», siendo esta doctrina «de
general aplicación, con independencia de la naturaleza
del recurso». Asimismo. tenemos dicho que «el incum-


